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“Pose, Adrián Rubén y otro c/ Camargo Alata, Beimar y otro s/
daños y perjuicios”
 

                                                        Expte. n.° 61.982/2020
Juzgado Civil n.° 67

 
En la ciudad de Buenos Aires, capital

de la República Argentina, a los        22         días del mes de del año
dos mil veinticinco, reunidos en acuerdo los señores jueces de la Sala
“A” de la Excma. Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, para
conocer en el recurso de apelación interpuesto en los autos caratulados
: “Pose, Adrián Rubén y otro c/ Camargo Alata, Beimar y otro s/

, respecto de la sentencia de fecha 24/9/2024, sedaños y perjuicios”
establece la siguiente cuestión a resolver:

¿SE AJUSTA A DERECHO LA
SENTENCIA APELADA?

Practicado el sorteo, resultó que la
votación debía realizarse en el siguiente orden: señores jueces de
cámara doctores: SEBASTIÁN PICASSO – RICARDO LI ROSI.

A LA CUESTIÓN PROPUESTA,
EL DR. SEBASTIÁN PICASSO DIJO:

I.- La sentencia dictada el 24 de
septiembre de 2024 desestimó la excepción de falta de legitimación
opuesta por la citada en garantía, hizo lugar a la demanda y condenó
a Alata Beimar Camargo a abonar –dentro del plazo de diez días– a
Adrián Rubén Pose la suma de $ 650.000, y a Roberto Gabriel
Herrera la de $ 6.100.000, con más intereses y las costas del juicio.
Asimismo, hizo extensiva la condena a Seguros Bernardino
Rivadavia Cooperativa Limitada.

Contra dicho pronunciamiento se
alzan las quejas de los actores, del demandado y de la citada en
garantía. Los demandantes fundaron sus críticas el 23/12/2024. El
demandado, por su parte, expresó sus argumentos el 26/12/2024. La
aseguradora contestó los agravios de los actores y del emplazado el 
1/2/2025 y fundó sus críticas el 11/12/2024. Finalmente, los actores
contestaron la expresión de agravios el 26/12/2024.
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Todas las presentaciones fueron
efectuadas de manera electrónica.

II.- Memoro que los jueces no están
obligados a hacerse cargo de todos y cada uno de los argumentos
expuestos por las partes, ni a analizar las pruebas producidas en su
totalidad, sino que pueden centrar su atención únicamente en aquellos
que sean conducentes para la correcta decisión de la cuestión
planteada (art. 386 Código Procesal).

III.- La aseguradora se agravia del
rechazo de la defensa fundada en la exclusión de cobertura por falta
de pago del premio, porque –según sostiene– esa omisión fue
acreditada con el dictamen pericial contable. Añade que “Fuerza
Coordinadora Asociación Mutual” (en adelante, FUCAM) no
participó en la celebración del contrato de seguro con el demandado.

Corresponde recordar que la
legitimación para obrar en la causa ( ) denota lalegitimatio ad causam
condición jurídica en que se hallan una o varias personas en relación
con el derecho que invoca en el proceso, ya sea en razón de la
titularidad de aquel o de otras circunstancias idóneas para justificar su
pretensión, configurando ello, en todos los casos, un elemento
sustancial de la , cuya ausencia impide que la sentencia resuelvalitis
la debida relación sustancial del debate (Areán, Beatriz A.,
comentario al art. 347 en Highton, Elena I. – Areán Beatriz A. (dirs.), 
Código Procesal Civil y Comercial de la Nación. Concordado con

,los códigos provinciales. Análisis doctrinal y jurisprudencial
Hammurabi, Buenos Aires, 2006, t. VI, p. 779 y ss.).

De modo que, al decir de Palacio, la
falta de legitimación para obrar existe cuando no media coincidencia
entre las personas que efectivamente actúan en el proceso y aquellas a
las cuales la ley habilita a para pretender o contradecir respecto de la
materia sobre la cual versa aquel (Palacio, Lino, “La excepción de
falta manifiesta de legitimación para obrar”, Revista Argentina de

, 1968, t. I, p. 78). Y, precisamente, la falta deDerecho Procesal
legitimación pasiva se configura cuando el sujeto demandado no es la
persona habilitada por la ley para asumir tal calidad con referencia a
la concreta materia que se ventila en el proceso. En otros términos, no
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existe coincidencia entre la persona demandada y el sujeto pasivo de
la relación sustancial controvertida (Fenochietto, Carlos E. – Arazi,
Roland, Código Procesal Civil y Comercial de la Nación. Comentado

, Astrea, Buenos Aires, 1983, t. II, p. 228/229).y Concordado
Sobre la base de estos principios, es

pertinente destacar que la perita contadora designada de oficio, luego
de revisar los libros contables de la aseguradora, manifestó que “por
el vehículo MBA494, exhibe póliza N° 54/051717, quien se observa
como tomador al Sr. Camargo Alata Beimar, de vigencia 05/10/2018

 (sic) y que hasta 05/04/2019” “exhibe el libro de siniestro
denunciados por el mes 10/2018, observándose registro de siniestro
a nombre de Camargo Alata Beimar N° 3.931.546 de fecha

 (sic). Asimismo, al25/10/2018, con fecha de suceso 11/10/2018”
contestar los puntos periciales ofrecidos por la citada en garantía, la
experta informó que “se observa premio de $ 8.514 y primer

(sic). También informó que le fueronvencimiento al 15/10/2018” 
exhibidas cartas documento dirigidas al demandado, en las cuales 

(…)“notifica la suspensión de la póliza  por falta de pago de la
prima. Las mismas poseen las siguientes fechas: 07/11/2018;

 (sic). Luego transcribió la cláusula CA20/11/2018 y 03/12/2018”
-CO 6.1, de cobranza del premio para los automotores, la cual, en su
artículo 2, menciona –entre otras cosas– que “vencido cualquiera de
los plazos de pago del premio exigible sin que éste se haya
producido, la cobertura quedará automáticamente suspendida desde
la hora 24 del día del vencimiento impago, sin necesidad de
interpelación extrajudicial o judicial alguna ni constitución en mora

 (sic, que se producirá por el solo vencimiento de ese plazo” dictamen
del 29/5/2023).

Si bien el informe pericial fue
impugnado por los actores (  la vid. impugnación del 5/7/2023) y el
demandado solicitó explicaciones (  las presentaciones del vid.
9/6/2023 y 28/6/2023), al considerar que el dictamen era incompleto
ya que la experta no se había constituido en sede de FUCAM a
efectos de constatar la existencia del recibo de pago, la perita, al
contestar los traslados, indicó que había contestado los puntos
periciales planteados por las partes y que no le correspondía verificar
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el pago del seguro efectuado por el demandado en FUCAM, ni el giro
de dinero de esta última a la aseguradora, ya que ello no había sido
ofrecido como punto pericial (  las contestaciones del vid. 19/6/2023, 
3/7/2023 y 9/7/2023).

No soslayo que el demandado solicitó
la intervención como terceros de Organización Palermo S.R.L. (
desistida el 6/2/2023) y de FUCAM, en los términos del art. 90 inc. 2
del Código Procesal, toda vez que –según sostuvo– la cobertura de
seguro fue contratada con su intervención y eran estas entidades las
encargadas de recibir los pagos de la prima y luego girar los fondos a
la aseguradora.

Tampoco paso de alto que la
Superintendencia de Seguros de la Nación, en su informe del
12/10/2023, indicó que bajo la denominación “Organización Palermo
S.R.L.” no se encontraba inscripta ninguna sociedad. En cambio, la
asociación denominada “Fuerza Coordinadora Asociación Mutual
(FUCAM)” se encontraba inscripta en el Registro de Agentes
Institorios bajo la matrícula n.° 306, otorgada por la Resolución SSN
N.° 1126 de fecha 5/12/2019.

Asimismo, el demandante, en su 
presentación del 24/11/2022, indicó que, en el marco de la reapertura
de la mediación, el letrado de FUCAM le había informado que esa
organización explotaba comercialmente el nombre de fantasía
“Organización Palermo”. Sin embargo, al contestar la citación de
terceros, el letrado de la entidad no mencionó dicha circunstancia.

También corresponde señalar que el
demandado acompañó, al contestar la demanda, el recibo n.° 0006
-00017941, de fecha 5/10/2018, emanado de “Organización
Palermo”, del que resulta que se recibió del Sr. Camargo la suma de $
1.420 en concepto de cuota n.° 1 de la póliza de la compañía
aseguradora Bernardino Rivadavia. El documento fue expresamente
reconocido por FUCAM (  la vid. presentación del 6/7/2023).

En síntesis, de la prueba pericial
contable resulta que el demandado debía abonar, por la primera
prima, el monto de $ 8.514, con vencimiento el 15/10/2018.
Asimismo, el demandado acompañó un recibo por la suma de $
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1.420, abonada a “Organización Palermo” el día 5/10/2018
(documento adverado por FUCAM, sociedad inscripta en la SSN el
5/12/2019). Sin embargo –y más allá de que, en el mejor de los casos,
se trataría solo de un pago parcial-, la intervención de Organización
Palermo o FUCAM en el contrato de seguro, como agentes
recaudadores, no fue acreditada.

Se advierte claramente que, a la fecha
del acaecimiento del siniestro (11/10/2018) el asegurado se
encontraba con el seguro suspendido, ya que quedó demostrado que
el demandado es tomador de la póliza n.° 54/051717, con vigencia
desde el 5/10/2018 (seis días antes del hecho) hasta el 5/4/2019. En
este contexto, el art. 31 de la ley 17.418 es claro en cuanto a la mora
en el pago de la prima al establecer que “si el pago de la primera
prima o de la prima única no se efectuara oportunamente, el
asegurador no será responsable por el siniestro ocurrido antes del

. Por ello, al haberse producido el siniestro durante lapago”
suspensión de la cobertura, dado que el asegurado no acreditó el
abono del premio correspondiente, la ausencia de responsabilidad de
la aseguradora deriva de la norma citada. El asegurador deja de
garantizar el riesgo desde que se produce el incumplimiento y hasta
que la cobertura sea rehabilitada mediante la satisfacción de las
primas vencidas al tiempo de la mora. Se trata, en rigor, de un
supuesto de aplicación de la , porexceptio non adimpleti contractus
efecto de la inejecución del pago de la prima por parte del asegurado
(Stiglitz, Rubén S.,  La Ley, Buenos Aires,Derecho de Seguros,
2008, t. III, p. 67/68 y sus citas). Y dado que se trata de una defensa
nacida con anterioridad al siniestro, resulta oponible a la víctima
(Stiglitz, op. cit., t. III, p. 87; Halperín, Isaac, , Depalma,Seguros
1972, p. 261).

En virtud de lo expuesto, propongo
modificar la sentencia en este aspecto y admitir la defensa opuesta
por la aseguradora.

La solución que propongo vuelve
inoficioso el tratamiento del agravio de los actores concerniente a la
extensión de la responsabilidad de la compañía de seguros.
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IV.- Precisado lo que antecede, toda
vez que la cuestión relativa a la forma en la que ocurrieron los
hechos, y la responsabilidad del emplazado, se encuentra firme -ya
que la decisión en tal sentido ha sido consentida por todas las partes-, 
trataré los agravios sobre las partidas indemnizatorias.

a) Incapacidad sobreviniente
El Sr. juez de grado concedió la suma

de $ 4.000.000 para reparar las secuelas físicas y psíquicas sufridas
por Roberto Gabriel Herrera.

Los actores se agravian del monto por
considerarlo “insuficiente para pretender considerar a la

 (sic,indemnización como reparatoria integral del daño padecido”
expresión de agravios del 23/12/2024).

Sobre este punto, debo recordar que el
art. 265 del Código Procesal exige que la expresión de agravios
contenga la crítica concreta y razonada de las partes del fallo que el
apelante considera equivocadas. Es decir, se relaciona con la carga
que le incumbe de motivar y fundar su queja, señalando y
demostrando, punto por punto, los errores en que se hubiere incurrido
en el pronunciamiento, o las causas por las cuales se lo considera
contrario a derecho (Gozaíni, Osvaldo A., Código Procesal Civil y

, La Ley, BuenosComercial de la Nación. Comentado y Anotado
Aires, 2006, t. II, p. 101/102; Kielmanovich, Jorge L., Código

,Procesal Civil y Comercial de la Nación. Comentado y Anotado
Lexis Nexis, Abeledo-Perrot, Buenos Aires, 2003, t. I, p. 426).

Desde esta perspectiva, considero que
las quejas postuladas lejos se encuentran de cumplir, aunque sea
mínimamente, con los requisitos antes referidos. Por el contrario,
esos cuestionamientos solo se traducen en simples discordancias y en
manifestaciones que en nada logran cuestionar lo decidido por el Sr.
juez de grado. En consecuencia, postulo declarar la deserción de esas
quejas (art. 265 del Código Procesal).

En efecto, las consideraciones
introducidas por los demandantes acerca del  de la partidaquantum
reconocida en concepto de “incapacidad sobreviniente” no conforman
un cuestionamiento fundado de los argumentos expuestos en la
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sentencia apelada, pues no logran rebatir con un mínimo de
minuciosidad los motivos que condujeron al anterior magistrado a
decidir del modo en que lo hizo y no encuentran sustento en lo
dispuesto por el art. 1746 del Código Civil y Comercial.

Precisamente, el mencionado
precepto es claro en tanto establece que la incapacidad sobreviniente
debe evaluarse sobre la base fórmulas matemáticas. Es que no existe
otra forma de calcular “un capital, de tal modo que sus rentas cubran
la disminución de la aptitud del damnificado para realizar
actividades productivas o económicamente valorables, y que se agote
al término del plazo en que razonablemente pudo continuar

” (art. 1746, recién citado). Por lo demás,realizando tales actividades
esa es la interpretación ampliamente mayoritaria en la doctrina que se
ha ocupado de estudiar la citada norma (López Herrera, Edgardo,
comentario al art. 1746 en Rivera, Julio C. (dir.) – Medina, Graciela
(dir.) - Esper, Mariano (coord.), Código Civil y Comercial de la

, La Ley, Buenos Aires, 2014, t. IV, p. 1088/1089;Nación comentado
Picasso, Sebastián – Sáenz, Luis R. J., comentario al art. 1746 en
Herrera, Marisa – Caramelo, Gustavo – Picasso, Sebastián (dirs.) 

, Infojus, BuenosCódigo Civil y Comercial de la Nación Comentado
Aires, 2015, t. IV, 9. 461; Carestia, Federico S., comentario al art.
1746 en Bueres, Alberto J. (dir.) – Picasso, Sebastián – Gebhardt,
Marcelo (coords.), Código Civil y Comercial de la Nación y normas

, Hammurabi,complementarias, Análisis doctrinal y jurisprudencial
Buenos Aires, 2016, t. 3F, p. 511; Zavala de González, Matilde –
González Zavala, Rodolfo, La responsabilidad civil en el nuevo

, Alveroni, Córdoba, 2018, t. III, p. 335; Picasso, Sebastián –Código
Sáenz, Luis R- J., , La Ley, BuenosTratado de Derecho de Daños
Aires, 2019, t. I, p. 440 y ss.; Pizarro, Ramón D. – Vallespinos Carlos
G., , Rubinzal-Culzoni, Santa Fe,Tratado de responsabilidad civil
2017, t. I, p. 761; Ossola, Federico A., en Rivera, Julio C. – Medina,
Graciela (dirs.), , Abeledo Perrot, BuenosResponsabilidad Civil
Aires, 2016. p. 243; Azar, Aldo M. – Ossola, Federico, en Sánchez
Herrero, Andrés (dir.) - Sánchez Herrero, Pedro (coord.), Tratado de

, La Ley, Buenos Aires, 2018, t. III, p. 560;derecho civil y comercial
Acciarri, Hugo A., “Fórmulas y herramientas para cuantificar
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indemnizaciones por incapacidad en el nuevo Código”, LL,
15/7/2015, p. 1; ídem, “Sobre el cómputo de rentas variables para
cuantificar indemnizaciones por incapacidad”, JA 2017-IV, LL
online: AR/DOC/4178/2017; Galdós, Jorge M., “Cuatro reglas sobre
la cuantificación del daño patrimonial por incapacidad (el art. 1746
CCCN)”, RCyS, diciembre 2016, portada; Sagarna, Fernando A.,
“Las fórmulas matemáticas del art. 1746 del Código Civil y
Comercial”, RCyS 2017-XI , 5; Carestia, Federico S., “La
incorporación de fórmulas matemáticas para la cuantificación del
daño en caso de lesiones a la integridad psicofísica. Un paso
necesario”, elDial.com - DC2B5B; Acciarri, Hugo A., “El art. 1746
del Código Civil y Comercial no es inconstitucional”, JA 2022-I fasc.
8).

En conclusión, por imperativo legal,
el lucro cesante derivado de la incapacidad sobreviniente debe
calcularse mediante criterios matemáticos que, partiendo de los
ingresos acreditados por la víctima (y/o de la valuación de las tareas
no remuneradas, pero económicamente mensurables, que ella llevaba
a cabo y se vio total o parcialmente imposibilitada de continuar
desarrollando en el futuro), y computando asimismo sus posibilidades
de incrementos futuros, lleguen a una suma tal que, invertida en
alguna actividad productiva, permita al damnificado obtener
mensualmente (entre ese margen de beneficios y el retiro de una
porción del capital) una cantidad equivalente a aquellos ingresos
frustrados por el hecho ilícito, de modo que ese capital se agote al
término del período de vida económicamente activa que restaba al
damnificado. Así se tiene en cuenta, por un lado, la productividad del
capital y la renta que puede producir, y, por el otro, que el capital se
agote o extinga al finalizar el lapso resarcitorio (Zavala de González, 

, cit., t. 2A, p. 521).Resarcimiento de daños
A pesar de ello, las críticas de los

actores no especificaron clara y precisamente qué variables o
métodos de cálculo proponen para cuantificar la partida, ni explicaron
por qué tales parámetros resultarían más adecuados que los
empleados en la sentencia de grado para fijar el resarcimiento. Antes
bien, en sus expresiones de agravios, los apelantes se limitaron a
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indicar genéricamente que la sentencia “no cumple con el estándar
(…)de reparación integral toda vez que el resarcimiento  se concreta

 (sic, expresión de agravios delen valores económicos insuficientes”
23/12/2024).

Por añadidura, los apelantes no
enunciaron una propuesta de cálculo alternativa, ni explicitaron la
fórmula que la respaldaría, o el método aritmético exacto que debería
emplearse para proceder a su cuantificación de acuerdo al art. 1746
mencionado. En otras palabras, se limitaron a señalar
dogmáticamente que la suma reconocida era reducida o elevada, sin
argumentar sobre la base del método que expresamente refleja el ya
mencionado art. 1746 del Código Civil y Comercial.

Así las cosas, la total ausencia de
referencias al criterio legalmente establecido para evaluar esta clase
de daños, y de argumentos sustentados en las variables que deben
alimentar el cálculo matemático, conducen necesariamente a la
deserción de los agravios.

b) Consecuencias no patrimoniales
El Sr. magistrado de grado otorgó por

este rubro la suma de $ 2.000.000. Esto genera las quejas de los
actores, disconformes con el  indemnizatorio. Señalan que elquantum
magistrado “no ha contemplado adecuadamente la proyección que

 (sic, expresión deprovocó el siniestro en la persona del Sr. Herrera”
agravios del 23/12/2024).

En este punto también constato una
deficiencia de fundamentación, pues los apelantes no hicieron
referencia a lo dispuesto imperativamente por el art. 1741 del Código
Civil y Comercial.

En efecto, dispone la norma recién
citada, en su parte final: “El monto de la indemnización  fijarsedebe
ponderando las satisfacciones sustitutivas y compensatorias que

”. Resalto deliberadamente elpueden procurar las sumas reconocidas
término “debe”, que señala muy claramente que no se trata de una
simple opción, sino que existe un mandato legal expreso que obliga a
evaluar el perjuicio moral mediante el método establecido por la ley (

. Picasso-Sáenz, , cit., t. I, p. 481; Márquez, José F., “Elvid Tratado...

Fecha de firma: 22/05/2025
Firmado por: SEBASTIAN PICASSO, JUEZ DE CAMARA
Firmado por: RICARDO LI ROSI, JUEZ DE CAMARA
Firmado por: PAULA MARIA CICCHINO, SECRETARIA DE CÁMARA



#35178510#456832882#20250522134642955

daño moral contractual: interpretación, facultades de los jueces y
prueba”, RCyS 2020-VII, 63).

Se trata de la consagración legislativa
de la conocida doctrina de los “placeres compensatorios”, según la
cual, cuando se pretende la indemnización del daño moral, lo que se
pretende no es hacer ingresar en el patrimonio del damnificado una
cantidad equivalente al valor del daño sufrido sino de procurar al
lesionado otros goces que sustituyen o compensan lo perdido. La
suma de dinero entregada como indemnización debe ser suficiente
para lograr esos goces (Mosset Iturraspe, Jorge, Responsabilidad por

, Ediar, Buenos Aires, 1971, t. V, p. 226; Iribarne, Héctor P.,daños
“La cuantificación del daño moral”, ,Revista de Derecho de Daños
n.° 6, p. 235). En otras palabras, el daño moral debe “medirse” en la
suma de dinero equivalente para utilizarla y afectarla a actividades,
quehaceres o tareas que proporcionen gozo, satisfacciones,
distracciones y esparcimiento que mitiguen el padecimiento
extrapatrimonial sufrido por la víctima (Galdós, Jorge M., “Breve
apostilla sobre el daño moral (como “precio del consuelo”) y la Corte
Nacional”, RCyS, noviembre de 2011, p. 259).

A pesar de todo lo expuesto, los
apelantes se limitan a cuestionar genéricamente la decisión de
primera instancia, pero no indican –en base a los parámetros fijados
en la norma– por qué la suma concedida resultaría reducida.

En este contexto, entiendo que los
cuestionamientos relacionados se traducen en discrepancias acerca de
la forma en que se decidió, que omiten indicar, concretamente, cuáles
son las razones que impondrían revertir el fallo apelado. Por lo tanto,
el silencio en las expresiones de agravios respecto de las sustanciales
cuestiones señaladas atinentes a la cuantificación del presente rubro
conduce, necesariamente, a la sanción prevista en el art. 265 del
Código Procesal.

c) Lucro cesante
El colega de grado admitió el presente

ítem en la suma de $ 30.000. Los actores solicitan que se eleve el 
indemnizatorio.quantum 
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Es sabido que, aunque en el lucro
cesante solo puede aspirarse a una certeza relativa sobre la frustración
de los beneficios esperados, siempre es menester prueba bastante al
respecto. Es decir, el actor debe aportar elementos objetivos que
permitan inferir que las ganancias se habrían previsiblemente logrado
de no haber ocurrido el hecho perjudicial (Zavala de González,
Matilde, , Hammurabi, Buenos Aires, 1997, t.Resarcimiento de daños
3, p. 175/176).

En este contexto, cobra relevancia el
reconocimiento de la demandada en el sentido de que colisionó con
un taxímetro. En efecto, en su contestación de demanda del 5/5/2022,
relató que “un rodado marca Volkswagen Voyage -taxi- dominio

(…)NWS 727, que circulaba delante mío  frenó ante la luz del
semáforo, resultando inevitable que el suscripto colisionara
levemente con su parte delantera sobre la parte trasera del taxi”
(sic).

Con el informe de la Sociedad
Propietarios de Automóviles con Taxímetro (SPAT) –digitalizado el
4/4/2023– se acreditó que la recaudación aproximada de un taxímetro
en un turno de 8 horas ascendía a $ 12.680, en bruto. Allí se indicó
que no se podía establecer la utilidad neta, ya que los insumos del
taxi son diversos, como el gasto de combustible, aceite, tipo de
seguro contratado, entre otros.

Por otra parte, se ha dicho que “en
cuanto a la cantidad de horas que el actor explotaba el taxímetro, la
falta de prueba no es obstáculo para su procedencia, ya que debe
presumirse que al menos trabajaba un turno de ocho horas diarias,

(esta cámara, Sala C,para la cuantificación del lucro cesante” 
26/11/96 “Slocovich, Ángel J. c/ Silva Tocedo, Teolino y otro s/
daños y perjuicios”; ídem, esta sala, 30/4/2020, “Kowalczuk, Marcela
Beatriz c/ Terceros Reynaga, Nadir Ana s/daños y perjucios”, expte.
n.° 69.014/2016). En este orden de ideas, pesaba sobre el actor la
prueba de acreditar una carga horaria mayor (art. 377 del Código
Procesal), extremo que no ha logrado probar.

Si bien, en el dictamen pericial
mecánico del 19/4/2023, el perito ingeniero no se expidió respecto
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del tiempo que insumiría la reparación del rodado –pese a habérselo
incluido como punto pericial–, al acreditarse la existencia de
deterioros en el rodado se puede fácilmente colegir que el actor pudo
verse imposibilitado de disponer del vehículo por, al menos, 7 días,
teniendo en cuenta el tiempo que insumiría la búsqueda de un taller y
los trabajos a realizar en el vehículo, en la medida en que el taller
contase con disponibilidad para efectuar la reparación y con los
repuestos necesarios.

En este orden de ideas, entiendo que
la suma de $ 30.000 para enjugar esta partida resulta reducida, por lo
que propongo su elevación a la suma de $ 70.000, que corresponde a
un importe de $ 10.000 diarios (art. 165 Código Procesal).

V.- El Sr. juez de grado decidió que
debían aplicarse intereses desde la fecha del hecho y hasta el efectivo
pago de la reparación, a la tasa activa cartera general (préstamos)
nominal anual vencida a treinta días del Banco de la Nación
Argentina, con excepción de las sumas otorgadas en concepto de
“daños materiales”, respecto de las cuales decidió que los intereses
debían aplicarse recién desde la fecha de la pericia. La citada en
garantía se agravia de la tasa de interés fijada en la sentencia, pues
sostiene que su cómputo cuadruplica el capital de condena. Por ello,
propone la aplicación de una tasa pura del 8% anual.

En lo que se refiere al tema de la tasa
de interés, corresponde señalar –en primer término– que el art. 768
del Código Civil y Comercial expresamente dispone que: “[a] partir

”, y que: “[l]de su mora el deudor debe los intereses correspondientes
a tasa se determina: a) por lo que acuerden las partes; b) por lo que
dispongan las leyes especiales; c) en subsidio, por tasas que se fijen

”. En casos como elsegún las reglamentaciones del Banco Central
presente, entonces, los tribunales deben fijar los intereses adoptando
una tasa de mercado que cumpla con las disposiciones reglamentarias
que rigen en el ámbito bancario.

Por cierto, esta es la interpretación del
último apartado de la norma que ha sido compartida por la gran
mayoría de la doctrina. En efecto, en una postura a la que suscribo, se
ha sostenido que la exégesis correcta de la ley continúa la lógica
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plasmada en el art. 622 del Código Civil derogado, en cuanto atribuía
al juez la facultad de determinar los intereses. Por ende, desde este
enfoque, la hermenéutica adecuada del art. 768 del Código Civil y
Comercial faculta al magistrado a elegir una de las tasas
comprendidas en la amplia gama de aquellas aceptadas por el Banco
Central (Heredia, Pablo D. en Heredia, Pablo D. - Calvo Costa,
Carlos A. [dirs.], ,Código Civil y Comercial. Comentado y anotado
La Ley, Buenos Aires, 2022, t. III, p. 611; Compagnucci de Caso,
Rubén H., en Rivera, Julio C. - Medina, Graciela [dirs.], Código Civil

, La Ley, Buenos Aires, 2014, t.y Comercial de la Nación comentado
III, p. 97; Pizarro, Ramón D. - Vallespinos, Carlos G., Tratado de las

, Rubinzal-Culzoni, Santa Fe, 2017, t. I, p. 515, n.° 602;obligaciones
Méndez Sierra, Eduardo C., , Educa, BuenosObligaciones dinerarias
Aires, 2016, p. 233; Picasso, Sebastián - Méndez Acosta, Segundo J.,
“Obligaciones dinerarias: el dilema entre indexar o ‘desmonetizar’”,
en AA. VV., , Rubinzal Culzoni,Obligaciones en pesos y en dólares
Santa Fe, 2023, p. 87; XXV Jornadas Nacionales de Derecho Civil
(Bahía Blanca, 2015), Comisión n.°2, despacho n.°20.1 [por
mayoría]).

No desconozco que –en
contraposición– otros autores –en una posición francamente
minoritaria– han entendido que, en puridad, la disposición analizada
otorgaría al Banco Central la prerrogativa de fijar una tasa de interés
judicial, que debería ser aplicada en el caso concreto por los
tribunales (Ossola, Federico A., en Lorenzetti, Ricardo L. [dir.], 

, RubinzalCódigo Civil y Comercial de la Nación comentado
Culzoni, Santa Fe, 2015, t. V, p. 144; Ossola, Federico A., en Rivera,
Julio C.  – Medina, Graciela [dirs.], , Abeledo-Perrot,Obligaciones
Buenos Aires, 2016, p. 331, n.°151). Sin embargo, tal interpretación
de la norma importaría considerar que –mediante la sanción del art.
768– el legislador delegó en el Poder Ejecutivo la facultad de
cuantificar un componente del daño resarcible (el interés moratorio),
lo que resultaría inconstitucional.

Al respecto, la propia Corte Suprema
de Justicia de la Nación ha sostenido que: “[l]os intereses son
accesorios del capital, y en ese carácter constituyen una parte de la
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” (CSJN, 3/12/2020, “Martínez, Gabriel Rubén c/ Estadodeuda
Nacional, Ministerio del Interior, Policía Federal Argentina s/ daños y
perjuicios”). En consecuencia, la elección de la tasa a aplicarse
conforma una potestad del Poder Legislativo ( ., en este sentido, elvid
art. 768, inc. “b”, del Código Civil y Comercial), que no puede ser
transferida válidamente al Banco Central, por la prohibición que
expresamente establece el art. 76 de la Constitución Nacional.

Esta última norma indica que: “[s]e
prohíbe la delegación legislativa en el Poder Ejecutivo, salvo en
materias determinadas de administración o de emergencia pública,
con plazo fijado para su ejercicio y dentro de las bases de la

”. Por lo tanto, es claro que eldelegación que el Congreso establezca
art. 768 no cumpliría con los requisitos que fija la Carta Magna para
delegar válidamente facultades legislativas en un órgano de otro
poder del Estado.

En efecto, la Constitución atribuye al
Congreso el dictado de las leyes en sentido formal y contiene una
serie de cláusulas que prohíben la delegación legislativa (art. 76) o el
ejercicio por parte del Poder Ejecutivo de competencias que
pertenecen al Congreso (art. 99, inc. 3). La delegación solo es factible
en “materias determinadas de administración” y “por causas de
emergencia pública” (art. 76), y en los demás casos el Poder
Ejecutivo no podrá en ningún caso, bajo pena de nulidad absoluta e
insanable, emitir disposiciones de carácter legislativo (art. 76, ya
citado).

Adicionalmente, la delegación debe
estar sujeta a límites y la política legislativa debe ser claramente
establecida, sin que pueda conferirse a los órganos administrativos la
facultad de legislar sobre materias que exigen la presencia de una ley
en sentido formal. De lo contrario, la reglamentación que dictaran
dichos entes sería a todas luces inconstitucional, de acuerdo a la
posición que ha adoptado la Corte Suprema de Justicia de la Nación
al sostener que “permitir el empleo de facultades delegadas a través

–de un instrumento que no cumple los recaudos para ello, implicaría 
 (…) además de la violación del principio de legalidad burlar el

sistema de control que el Congreso ha establecido, en ejercicio de las
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potestades que le confiere el art 76 de la Constitución Nacional, con
”grave menoscabo al principio republicano de división de poderes

(CSJN, 1/9/2003, “Cámara Argentina del Libro y otros c/ P.E.N. –
dto. 616/01 s/ amparo ley 16.986”).

Desde esta perspectiva, es claro que
una interpretación del art. 768 que identifique en él una delegación
legislativa no superaría el estándar de constitucionalidad al que he
hecho referencia, ya que –si se lo aplicase en tal sentido– no reuniría
las notas principales que deberían estar presentes en una norma de
dichas características. De hecho, en este caso, no puede afirmarse que
la delegación esté expresamente prevista en la ley, puesto que –en
puridad– esta solo indica que la tasa se determinará por las “que se

” (art. 768, inc.fijen según las reglamentaciones del Banco Central
c). Por lo tanto, una exégesis restrictiva de la disposición –que debe
imperar en función de lo dispuesto en el art. 76 de la Constitución
Nacional– no puede conducir a sostener que de ella resulta
claramente una transferencia de potestades legislativas.

Por lo demás, incluso cuando así se lo
considerase, la norma delegante en cuestión tampoco versaría sobre
las materias pasibles de delegación, no contendría los criterios
legislativos que deberían orientar al órgano delegado, ni fijaría un
plazo determinado para su ejercicio.

En otro orden de ideas, bien se ha
sostenido que [l]“ a circunstancia de que el art. 76 aluda a

en el Poder ejecutivo delegación legislativa –tanto en la prohibición
–genérica como en la autorización excepcional  impide que se realice

organismos de la administración directamente a favor de pública que
componen la estructura dependiente del Ejecutivo. Ello no es posible,
por la sencilla razón de que, si en el art. 100 inciso 12 se prevé para
el caso la formalidad de un decreto, es obvio que éste tiene que
emanar del Poder Ejecutivo, ya que los órganos administrativos no
dictan sus resoluciones ni adoptan sus decisiones conforme a

 (Bidart Campos, Germán J., decreto” Tratado elemental de derecho
, Ediar, Buenos Aires, 2005, t. IIB, p. 215).constitucional argentino

En el mismo sentido, señala Gelli que, a partir de la reforma
constitucional de 1994 “y a tenor del art. 76 –en los casos de
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–excepción previstos  sólo cabe la delegación en el presidente de la
Nación. Ello así, por interpretación concordante con los artículos 87
(…) y el 100, inc. 12, que atribuye al jefe de Gabinete de Ministros,
el refrendar los decretos que ejercen facultades delegadas por el

 (Gelli, María A., Congreso” Constitución de la Nación Argentina
, La Ley, Buenos Aires, 2009, t. II, p. 268).comentada y concordada

Los motivos expresados hacen que
corresponda inclinarse por una interpretación de la norma que salve
su constitucionalidad y le permita producir efectos en consonancia
con el resto del ordenamiento jurídico en que ella se inserta. Esto es,
una hermenéutica del artículo citado que faculte a los tribunales a
determinar la tasa de interés que resultará aplicable, siempre que ella
integre el abanico de opciones que respeten las reglamentaciones del
Banco Central.

De este modo, también se acataría la
línea jurisprudencial que –sobre este punto– ha desarrollado
extensamente la Corte Suprema nacional, al sostener que “la
interpretación de la ley –como operación lógica jurídica– consiste en
verificar el sentido de la norma interpretada, de modo que se le dé
pleno efecto a la intención del legislador, computando la totalidad de
sus preceptos de manera que armonicen con el contenido del
ordenamiento jurídico restante y con los principios y garantías de la
Constitución Nacional (Fallos: 255:192; 263:63; 267:478; 285:60;
296:22; 297:142; 299:93; 301:460; 302:1600); pues es principio de
hermenéutica jurídica que, en los casos no expresamente
contemplados, debe preferirse la interpretación que favorece y no la
que dificulta los fines perseguidos por la norma (Fallos: 283:206;
298:180), evitando darles aquel sentido que ponga en pugna sus
disposiciones, destruyendo las unas por las otras y adoptando, como
verdadero, el que las concilie, y deje a todas con valor y efecto

” (CSJN, 9/2/1989, “Ríos, Argentino y otros s/(Fallos: 1:300)
privación ilegal de la libertad calificada y tormentos”).

Además, bajo este enfoque, el artículo
en análisis sería congruente con otras disposiciones del Código que
–de forma nítida– dan cuenta de que la intención del legislador radicó
en conferir a los magistrados la facultad de seleccionar la tasa de
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mercado que resulte más adecuada. De hecho, así se ve reflejado en
materia de alimentos, en tanto el art. 522 del mismo cuerpo
normativo dispone que: “[l]as sumas debidas por alimentos por el
incumplimiento en el plazo previsto devengan una tasa de interés
equivalente a la más alta que cobran los bancos a sus clientes, según
las reglamentaciones del Banco Central, a la que se adiciona la que

”. Por ende, unael juez fije según las circunstancias del caso
interpretación sistémica del cuerpo legal también conduciría a
desechar la posibilidad de que –mediante la sanción del art. 768– se
hubiera materializado una delegación legislativa.

Finalmente, destaco que tal exégesis
también se ajusta a la doctrina que sentó la Corte Suprema de Justicia
de la Nación en diversos precedentes, en los que se descalificaron
pronunciamientos de tribunales inferiores por aplicar tasas de interés
moratorio que no correspondían a tasas bancarias (CSJN, 7/3/2023,
“García, Javier Omar c/ UGOFE S.A. y otros s/ daños y perjuicios;
ídem, 29/2/2024, “Oliva, Fabio O. c/ COMA S.A.”; , 347:100;Fallos
ídem, 13/8/2024, “Lacuadra Jonatan Daniel c/ DIRECT TV
Argentina S.A. y otros”). Esta última interpretación quedó
expresamente plasmada en tanto el referido tribunal manifestó: “lo
atinente a los intereses aplicables a los créditos laborales es una
materia ubicada en el espacio de razonable discreción de los jueces

 (CSJN, 29/2/2024, “Oliva”, cit., considerando 4).de la causa”
Por consiguiente, concluyo que –en la

jurisprudencia de la Corte Federal– tampoco se encuentra sustento a
la hipótesis interpretativa que hace hincapié en una presunta
delegación legislativa.

Así las cosas, la única interpretación
posible del art. 768 inc. “c” del Código Civil y Comercial consiste en
sostener que, cuando los intereses moratorios no estén fijados por las
partes o por una ley especial, los jueces tienen facultades
discrecionales para fijar la tasa, siempre y cuando adopten alguna de
las tasas bancarias vigentes en el mercado –que, huelga decirlo, se
presumen conformes a las reglamentaciones del Banco Central–.

De este modo, la exégesis de la
referida norma es sustancialmente concorde a lo que disponía el art.

Fecha de firma: 22/05/2025
Firmado por: SEBASTIAN PICASSO, JUEZ DE CAMARA
Firmado por: RICARDO LI ROSI, JUEZ DE CAMARA
Firmado por: PAULA MARIA CICCHINO, SECRETARIA DE CÁMARA



#35178510#456832882#20250522134642955

622 del Código Civil derogado, aunque el texto actual añade la
restricción referida a la necesidad de elegir una tasa bancaria.  

En este contexto, entonces,
corresponde destacar que la elección de la tasa que debe regir estos
casos ha sido resuelta por esta cámara en el fallo plenario dictado en
los autos “Samudio de Martínez, Ladislaa c/ Transportes Doscientos
Setenta S. A. s/ daños y perjuicios”, del 20/4/2009, cuya vigencia
corresponde sostener, en la medida en que –como acabo de señalarlo–
la interpretación que corresponde dar al actual art. 768 inc. “c” es
sustancialmente compatible con la del art. 622 del Código Civil
derogado.

El citado pronunciamiento plenario
estableció, en su parte pertinente: “2) Es conveniente establecer la
tasa de interés moratorio. 3) Corresponde aplicar la tasa activa
cartera general (préstamos) nominal anual vencida a treinta días del
Banco de la Nación Argentina. 4)La tasa de interés fijada debe
computarse desde el inicio de la mora hasta el cumplimiento de la
sentencia, salvo que su aplicación en el período transcurrido hasta el
dictado de dicha sentencia implique una alteración del significado
económico del capital de condena que configure un enriquecimiento

”.indebido
Como he adelantado, no desconozco

que –en un reciente pronunciamiento– la Corte Suprema de Justicia
de la Nación sostuvo que, cuando se trata de obligaciones de valor, “
no tiene sustento la aplicación de una tasa de interés que contemple,
entre otras variables, una compensación por desvalorización de la

”, ya que “[l]moneda a aplicación de este tipo de tasas sobre un
‘valor actual’ altera el significado económico del capital reconocido
al acreedor y provoca el enriquecimiento de una de las partes en

”. Por este motivo, la Corte indicó que: “detrimento de la otra la tasa
de interés debe ser pura, es decir, no debe contemplar otros
parámetros de actualización para no conceder un enriquecimiento

” (CSJN, 15/10/2024, “Barrientos, Gabrielainjustificado al acreedor
Alexandra y otros c/ Ocorso, Damián y otros s/ daños y perjuicios”).

Sin embargo, advierto que proceder
de ese modo importaría adoptar una decisión que no se ajusta a lo que
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dispone el art. 768 del Código Civil y Comercial, porque las referidas
tasas “puras” no se encuentran comprendidas entre aquellas que
cumplen las reglamentaciones del Banco Central (como –insisto–
dispone expresamente la norma citada). En función de dicho extremo,
la doctrina sentada por la Corte en tal precedente no solo rompe con
la línea jurisprudencial que había sostenido hasta entonces, sino que
-además- postula una exégesis que no encuentra respaldo en el texto
de la norma que sancionó el legislador.

En efecto, en las causas “García”,
“Oliva” y “Lacuadra”, ya citadas, la Corte censuró a las respectivas
cámaras de apelaciones por no haber procedido como lo indica el
citado art. 768 del Código Civil y Comercial, es decir, no haber fijado
una tasa bancaria. Pero ahora, en “Barrientos”, el tribunal sostiene
que, en las deudas de valor –cuando las indemnizaciones fueron
fijadas a la fecha de la sentencia, lo que también ocurría en el caso
“García” –, hay que aplicar tasas “puras”, es decir, tasas que tampoco
cumplen con el mencionado art. 768 inc. “c” del Código Civil y
Comercial.

Por lo demás, si de tasas “puras” se
trata, no es nada claro si estas deberían ser del 4, 6, 8 o 10 %, ni cuál
sería el criterio para establecerlo. Es decir, se volvería a una total
discrecionalidad judicial para determinarlas al margen de todo
parámetro en la realidad bancaria, lo que contraría la intención que el
legislador plasmó en el art. 768, al remitir a las tasas de mercado.   

Al margen de dicha circunstancia,
constato también que –en contraposición a lo afirmado por el alto
tribunal– la tasa activa no logra suplir la pérdida del valor producto
del fenómeno inflacionario. Por más que, en teoría, su cálculo
contemple –entre otras variables– un componente de actualización
monetaria, lo cierto es que este se encuentra muy lejos de equiparar la
depreciación que ha experimentado la moneda como producto del
aumento generalizado de precios que continúa afectando a los
mercados y los particulares en nuestro país. Para ilustrar este punto,
basta con advertir que, desde la fecha del hecho debatido en autos
hasta la de este pronunciamiento, el índice de precios al consumidor
(IPC) ha reflejado una inflación mayor al 4.700 %, mientras que la
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tasa activa computada durante el mismo intervalo solo asciende
aproximadamente a un 405 %. En este contexto, un análisis adecuado
de la cuestión, que contemple la realidad económica imperante al
momento del dictado de la sentencia, impide desechar la aplicación
de la tasa activa bajo el único pretexto de que ella alteraría el
significado pecuniario del capital, en perjuicio del deudor.

Por añadidura, la hermenéutica
seguida por la Corte Suprema sobre este punto no tiene en cuenta que
el propio legislador previó expresamente –para el caso de la deuda de
alimentos, que, por definición, debe ser cuantificada a valores
actuales– la aplicación de tasas que no solo contienen un componente
de actualización de la moneda sino que, incluso, superan
holgadamente la tasa activa. Es lo que dispone el ya citado art. 522
del Código Civil y Comercial, que –como ya se señaló– establece
–para esos casos– la aplicación de “una tasa de interés equivalente a
la más alta que cobran los bancos a sus clientes, según las
reglamentaciones del Banco Central, a la que se adiciona la que el

”.juez fije según las circunstancias del caso
Por último –y esto resulta dirimente–,

esta sala tiene dicho que lo dispuesto por el art. 303 del Código
procesal Civil y Comercial de la Nación (obligatoriedad de los fallos
plenarios) no se ve enervado por el hecho de que posteriormente la
doctrina plenaria sea descalificada por la Corte Suprema de Justicia
de la Nación, en tanto su valor vinculante se mantiene hasta tanto se
dicte otro fallo plenario o sobrevenga una reforma legislativa que
disponga en sentido contrario (esta sala, 8/4/2022 “Gallego, Daniel
Marcelo c/ Mapfre Argentina Seguros S.A. s/ daños y perjuicios”).

En cuanto a la excepción contenida en
la mencionada doctrina plenaria, consistente en que la aplicación de
la tasa activa “en el período transcurrido hasta el dictado de dicha
sentencia implique una alteración del significado económico del

", porcapital de condena que configure un enriquecimiento indebido
las razones que ya he expuesto, es evidente que ella no puede
encontrarse configurada por la simple circunstancia de que la

Fecha de firma: 22/05/2025
Firmado por: SEBASTIAN PICASSO, JUEZ DE CAMARA
Firmado por: RICARDO LI ROSI, JUEZ DE CAMARA
Firmado por: PAULA MARIA CICCHINO, SECRETARIA DE CÁMARA



#35178510#456832882#20250522134642955

Poder Judicial de la Nación

CAMARA CIVIL - SALA A

indemnización haya sido fijada a valores actuales (esta sala,
28/11/2018 “Villordo, Susano c/ Navarrete, Carlos Oscar s/ daños y
perjuicios”).

Por el contrario, este tribunal ha
señalado que, por tratarse de una excepción, su interpretación debe
efectuarse con criterio restrictivo. En consecuencia, la prueba de que
se configuran las aludidas circunstancias debe ser proporcionada por
el deudor, sin que baste a ese respecto con alegaciones generales y
meras especulaciones (esta sala, 20/3/2023, “Tirao, Andrea Patricia c/
Microomnibus 45 S.A.C.I.F. s/ daños y perjuicios). Será necesario
que el obligado acredite de qué modo, en el caso concreto, la
aplicación de la tasa activa desde el momento del hecho implica una
importante alteración del significado económico del capital de
condena y se traduce en un enriquecimiento indebido del acreedor.
En palabras de Pizarro: “La alegación y carga de la prueba de las
circunstancias del referido enriquecimiento indebido pesan sobre el

” (Pizarro, Ramón D., “Un fallo plenariodeudor que las alegue
sensato y realista”, en La nueva tasa de interés judicial, suplemento
especial, La Ley, Buenos Aires, 2009, p. 55).

En síntesis, juzgo que: a) de acuerdo
al art. 768 inc. “c” del Código Civil y Comercial, los jueces deben
fijar como tasa de interés moratorio alguna de las que emplean los
bancos para sus operaciones de mercado, lo que descarta la aplicación
de una tasa “pura”; b) la tasa a aplicar en estos casos ya ha sido fijada
por la doctrina plenaria de esta cámara, de la que no es posible
apartarse (art. 303 del Código Procesal), y c) la aplicación de la tasa
activa para calcular intereses moratorios en los casos en que la
indemnización ha sido evaluada a valores actuales al tiempo de la
sentencia no es suficiente para considerar que se ha alterado el
significado económico del capital de condena, en tanto la referida
tasa –aunque contemple  un ingrediente de actualizaciónteóricamente
monetaria– ni siquiera logra acercarse al porcentaje de inflación
correspondiente a los períodos considerados.

Con relación al ítem “daños
materiales”, esta sala ya ha decidido que el hecho de que se condene
al resarcimiento de un daño futuro –como lo es también, por ejemplo,
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el lucro cesante derivado de la incapacidad psicofísica del
damnificado, respecto del cual, sin embargo, la sentencia mandó a
pagar los intereses desde el momento del accidente– no implica que
la reparación no se deba desde el instante mismo del daño. A lo
sumo, esa circunstancia se salda mediante el mecanismo de cálculo
del capital, que debe cuantificarse acudiendo a los criterios aceptados
por la ciencia económica para determinar el valor presente de una
renta futura ( . esta sala, 18/3/2022, “Olaizola, Sonia Romina y otrovid
c/ Viola, Carlos Guillermo y otros s/ daños y perjuicios”, expte. n.°
35.964/2014; ídem, 22/3/2018, “Pérez, Raúl Ovaldo y otro c/ Araya
Castro, Roberto Andrés y otro s/ daños y perjuicios”, expte. n.°
30.550/2018).

El razonamiento indicado es el
prescripto por el art. 1748 del Código Civil y Comercial, en tanto
dispone, expresamente, que el  de los intereses ha dedies a quo
corresponder con la fecha en que se produce cada perjuicio,
independientemente del día en la que se efectuó (o efectuará) la
eventual erogación.

Es que la necesidad de realizar la
reparación del rodado nace a partir del accidente que ocasiona el
deterioro; es desde ese momento que el damnificado sufre el daño
emergente consistente en el necesario desembolso de una suma
futura. Por lo tanto, desde ese instante deben correr los intereses
(Márquez, José F. – Viramonte, Carlos I., “El inicio del cómputo de
los intereses en la responsabilidad contractual”, RCyS 2014-X, 71;
Acciarri, Hugo A., “Sobre el cómputo de rentas variables para
cuantificar indemnizaciones por incapacidad”, JA 2017-IV, 1017;
Parellada, Carlos A. – Furlotti, Silvina – Quirós, Pablo – Leiva,
Claudio, “Los intereses en la obligación resarcitoria”, ponencia
presentada en las XXVI Jornadas Nacionales de Derecho Civil,
Comisión n.º 3; Alferillo, Pascual E., comentario al art. 1748 en
Alterini, Jorge H. (dir.)., Código Civil y Comercial comentado.

, 3ª ed., La Ley, Buenos Aires, 2019, t. VIII, p. 404;Tratado exegético
Cám. Nac. del Trabajo, Sala VI, 26/11/2018, “Figueredo,
Maximiliano G. c/ Provincia ART S.A. s/ accidente”, DT 2019
(mayo), 1248; SCBA, 11/8/1992, “Barrios Barón, Carlos c/ Provincia
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de Buenos Aires s/ daños y perjuicios”; idem, 19/2/2002, “Pereyra,
Emilio F. c/ Pietrafesa, Omar J. y otro s/ daños y perjuicios”; idem,
6/12/2017, “Coronel, María Virginia c/ MUBA S.A. y otros s/ daños
y perjuicios”). 

En otras palabras, el daño no se sufre
al momento de realizar la reparación del rodado (lo cual, por otra
parte, es una facultad de la víctima, que, en tanto titular del crédito
resarcitorio, no está obligada a emplearlo necesariamente en reparar
el perjuicio, sino que puede hacerlo del modo que desee), sino en el
momento mismo en que el damnificado queda en una situación que
determina una minoración en sus intereses. 

Se ha decidido, al respecto: “a los
efectos del cálculo de intereses no es correcto diferenciar según se
trate de daños instantáneos o evolutivos, porque siendo moratorios
los intereses judiciales, por la naturaleza extracontractual de la
responsabilidad, la mora se produce con el hecho productor del daño

” (Cám. 1ª Civ.y a partir de ese momento deben computarse aquellos
y Com., Córdoba, 8/11/2012, “Oliva Cano, María Angélica c/ Aguas
Cordobesas S.A. s/ ordinario”, LL Córdoba, 2013, 307).

Por consiguiente, considero que
debería aplicarse la tasa activa fijada en la jurisprudencia plenaria
desde la fecha del accidente debatido en las presentes actuaciones y
hasta el efectivo pago de los importes adeudados, respecto de todos
los rubros. Sin embargo, en ausencia de recurso de los actores
tendiente a cuestionar lo decidido respecto del  de losdies a quo
intereses correspondientes al rubro “daños materiales”, y a fin de
evitar consagrar una , mociono confirmar lareformatio in pejus
sentencia en este punto.

VI.- Resta que me expida sobre el
agravio atinente a la imposición de costas dispuesta en la instancia de
grado.

El juez de primera instancia impuso
las costas al demandado. El emplazado solicita que se discriminen las
costas que quedan a su cargo, las que pesan sobre la citada en
garantía y las que corresponden al tercero citado.
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Ahora bien, toda vez que la sentencia
admitió la demanda, aunque en sea en forma parcial, no encuentro
motivos que justifiquen un apartamiento del principio objetivo de la
derrota (art. 68 Código Procesal).

Por ende, corresponde desestimar el
agravio vertido al respecto y confirmar este aspecto de la sentencia en
crisis.

Asimismo, en atención al éxito de los
agravios respectivos, juzgo que las costas de alzada deberían
imponerse en un 30% a cargo de los actores y en el 70 % restante al
demandado (arts. 68 y 71 del Código Procesal).

En cuanto al resultado de la
excepción interpuesta por Seguros Bernardino Rivadavia Cooperativa
Limitada, mociono que las costas, tanto de la instancia de grado
como de alzada, corran a cargo de los actores y el demandado en
partes iguales, en virtud del principio objetivo de la derrota (arts. 68 y
279, Código Procesal Civil y Comercial de la Nación).

 En síntesis, y para el caso deVII.-
que mi voto fuere compartido, propongo al acuerdo admitir el recurso
de la citada en garantía, desestimar el del demandado y estimar
parcialmente el recurso de los actores, y en consecuencia: 1)
modificar la sentencia en el sentido de: a) hacer lugar a la falta de
legitimación pasiva interpuesta por la aseguradora y, en
consecuencia, rechazar la pretensión dirigida contra ella, con costas,
tanto de la instancia de grado como de alzada, a los actores y al
demandado; b) elevar el importe del rubro “lucro cesante” a la suma
de $ 70.000; 2) confirmar la decisión recurrida en todo lo demás que
decide y ha sido objeto de apelación y agravios, y 3) imponer las 
costas de alzada en un 30% a cargo de los actores y en el 70 %
restante al demandado.

A LA MISMA CUESTIÓN, EL
DR. RICARDO LI ROSI DIJO:

Adhiero por análogas razones al voto
del Dr. Sebastián Picasso.

El Dr. Carlos A. Calvo Costa no
intervino por hallarse recusado.

Con lo que terminó el acto.
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Buenos Aires,    22      de mayo de 2025

Y VISTOS:

Por lo que resulta del acuerdo que ilustra el acta que
antecede, del que dan cuenta sus considerandos, : SE RESUELVE 1)
modificar la sentencia en el sentido de: a) hacer lugar a la falta de
legitimación pasiva interpuesta por la aseguradora y, en
consecuencia, rechazar la pretensión dirigida contra ella, con costas,
tanto de la instancia de grado como de alzada, a los actores y al
demandado; b) elevar el importe del rubro “lucro cesante” a la suma
de $ 70.000; 2) confirmar la decisión recurrida en todo lo demás que
decide y ha sido objeto de apelación y agravios, y 3) imponer las 
costas de alzada en un 30% a cargo de los actores y en el 70 %
restante al demandado.

Notifíquese a los interesados en los términos de las
acordadas 31/11, 38/13 y concordantes de la C.S.J.N.,
comuníquese a la Dirección de Comunicación Pública de la
C.S.J.N. en la forma de práctica y pasen a despacho a fin de
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conocer en los recursos interpuestos respecto de la regulación de
 SEBASTIÁN PICASSO - RICARDO LI ROSI..honorarios
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